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RESOLUCIÓN 18 MAYO 2022
Vitoria – Gasteiz,
Vista ante este Consejo Foral de Transparencia reclamación interpuesta por xxxxx, DNI xxxxx, con domicilio a efectos de notificaciones en xxxxx, CP xxxxx, xxxxx, contra la desestimación de la solicitud de acceso a la información pública presentada el 24 de febrero de 2022.

ANTECEDENTES DE HECHOS

Primero.- Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el 24 de febrero de 2022 xxxxx presentó en el Registro de la Diputación Foral de Álava una solicitud de acceso a información sobre dos programas temporales que se realizan en el Instituto Foral de Bienestar Social, programa de apoyo de asistida desarrollado en el módulo Gorbea de la residencia Zadorra y programa Zadorra: labores de apoyo de auxiliar de enfermería en planta.  Más concretamente sobre ambos programas requería: a) el documento en el que aparecieran dichos programas así como sus características; b) el motivo de su realización; c) fecha de inicio así como duración y posibles prórrogas; d) tareas a realizar; e) necesidades que se cubren; f) motivo por el que las necesidades que se cubren no se consideran estructurales y de carácter permanente; g) dotación presupuestaria; h) número de trabajadores destinados a esos programas; i) normativa que aprueba y desarrolla esos planes. 

Segundo.- Mediante Orden Foral del Diputado Foral de Políticas Sociales 35/2022, de 24 de marzo, se resolvió inadmitir dicha petición de información porque para su divulgación era necesaria una acción previa de reelaboración.

Tercero.- El pasado 1 de abril de 2022  tuvo entrada en el Registro de la Diputación Foral de Álava un escrito de reclamación por inadmisión de acceso a información pública solicitando que la nulidad o, en todo caso, la anulabilidad de la Orden Foral 35/2022 por no ser aplicable la causa de inadmisión aducida en la resolución recurrida.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

1. En relación con la solicitud planteada por el reclamante, antes de analizar el fondo del asunto procede examinar si la petición reúne los requisitos precisos para plantear dicha reclamación, los cuales, de acuerdo con el artículo 35.5 de la Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno, vienen fijados en la legislación básica, esto es, en la LTAIBG.

2. Respecto al plazo para la interposición de la reclamación, la LTAIBG establece en su artículo 24.2 que la reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del acto impugnado, plazo al que se ajustó la reclamante ya que la Orden Foral fue emitida el 24 de marzo de 2022 y el escrito de xxxxx tuvo entrada en el Registro de la Diputación Foral de Álava el 1 de abril de 2022.

3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.3 y en la disposición adicional primera de la Norma Foral 1/2017 y en el Decreto Foral 5/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 21 de febrero, el Consejo Foral de Transparencia es competente para conocer y resolver las reclamaciones que, en materia de transparencia, se realicen frente a las resoluciones adoptadas por cualquiera de las entidades del sector público foral, resoluciones entre las cuales se encuentra la Orden Foral recurrida por xxxxx. 

4. Una vez identificada la sujeción de la entidad reclamada a la Norma Foral 1/2017 de Transparencia, la competencia subjetiva del Consejo Foral de Transparencia y la legitimación del reclamante, deberá verificarse que existe efectivamente una solicitud de información pública ya que, de acuerdo con la Norma Foral 1/2017 y el Decreto 5/2017 de 21 de febrero, dicho Consejo es incompetente para conocer de otro tipo de pretensiones.
El objeto de la reclamación es la resolución expresa en materia de acceso a información pública, esto es, la citada Orden Foral 35/2022, a través de la cual se inadmitía la petición del reclamante. 

5. Según el artículo 18 de la Norma 1/2017, de 8 de febrero, se entiende por información pública “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de cualquiera de los sujetos incluidos en el artículo 3 de esta Norma Foral que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”
Por lo tanto, las solicitudes de acceso deben estar basadas en información ya existente y disponible por un organismo o entidad sujeta a la Norma Foral en el momento en que se produce la solicitud y, además, debe ser información elaborada o adquirida en el ejercicio de sus competencias. 

A la vista de esta definición y teniendo en cuenta que el Departamento de Políticas Sociales indica que la información no existe con la desagregación que se demanda, se dispone de todos los datos solicitados, esto es, la información obra en poder del Departamento.

6. En cuanto al fondo del asunto, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, establece en su artículo 18.1 c) que se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.

El Departamento de Políticas Sociales, en el presente caso, se basa en la citada causa para denegar el acceso a la información solicitada, argumentando que “los programas respecto a los que se solicita la información no existen con la desagregación que se demanda (…)”
De acuerdo con lo establecido por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su criterio interpretativo 7/2015, para que operen las causas de inadmisión del artículo 18 de la Ley 19/2013 es preciso que la resolución por la que finaliza el procedimiento especifique la causa de inadmisión que la motivan y la justificación, legal o material aplicable al caso concreto.

En cuanto al concepto de reelaboración añade que “debe entenderse desde el punto de vista literal que reelaborar es, según define la Real Academia de la Lengua: volver a elaborar algo. Es esta circunstancia la que es exigible para entender que estamos ante un supuesto de reelaboración”.
Concreta que “si por reelaboración se aceptara la mera agregación, o suma de datos, o el mínimo tratamiento de los mismos, el derecho de acceso a la información se convertirá en derecho al dato o a la documentación, que no es lo que sanciona el artículo 12 al definir el derecho como derecho a la información.” 

Y concluye que “el concepto de reelaboración como causa de inadmisión ha sido interpretado por este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en diversas resoluciones de tal manera que puede entenderse aplicable cuando la información que se solicita, perteneciendo al ámbito funcional de actuación del organismo o entidad que recibe la solicitud, deba: a) Elaborarse expresamente para dar una respuesta, haciendo uso de diversas fuentes de información, o b) Cuando dicho organismo o entidad carezca de los medios técnicos que sean necesarios para extraer y explotar la información concreta que se solicita, resultando imposible proporcionar la información solicitada.”

Asimismo la inadmisión por reelaboración ha sido objeto de diversos pronunciamientos judiciales, mereciendo especial mención la sentencia del Tribunal Supremo de 16 de octubre de 2017 cuando indica que “Cualquier pronunciamiento sobre las causas de inadmisión que se enumeran en el artículo 18 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y, en particular, sobre la prevista en el apartado 1.c/ de dicho artículo (que se refiere a solicitudes relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración) debe tomar como premisa la formulación amplia y expansiva con la que aparece configurado el derecho de acceso a la información en la Ley 19/2013." (...) Esa formulación amplia en el reconocimiento y en la regulación legal del derecho de acceso a la información obliga a interpretar de forma estricta, cuando no restrictiva, tanto las limitaciones a ese derecho que se contemplan en el artículo 14.1 de la Ley 19/2013 como las causas de inadmisión de solicitudes de información que aparecen enumeradas en el artículo 18.1".(...) sin que quepa aceptar limitaciones que supongan un menoscabo injustificado y desproporcionado del derecho de acceso a la información.

Por ello, la causa de inadmisión de las solicitudes de información que se contempla en el artículo 18.1. c), de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, no opera cuando quien invoca tal causa de inadmisión no justifique de manera clara y suficiente que resulte necesario ese tratamiento previo o reelaboración de la información.”

Aplicados estos razonamientos al caso que os ocupa, el motivo esgrimido en la Orden Foral 35/2022 para denegar la información requerida no ha de admitirse ya que los datos y la información existen, y proporcionárselos a la reclamante no implica su reelaboración sino su recopilación, al constar los datos en los expedientes en sí.

En estas circunstancias, no se está planteando una elaboración ex profeso de la información, o la confección de un informe o el tratamiento de la información de acuerdo a unos determinados parámetros para proporcionarla al solicitante, sino que supondría una mera labor de recopilación de datos con el alcance de agregar, tratar o adicionar los mismos pero sin que requiriese una labor de “reelaboración” en los términos descritos por la jurisprudencia anteriormente expuestos. 

Por tanto, y atendiendo que la aplicación de las causas de inadmisión debe hacerse de forma restrictiva debido al carácter amplio con el que se configura el derecho de acceso a la información, no es posible concluir que se trate de un supuesto de aplicación el artículo 18.1 c) de la Ley 19/2013.

En virtud de todo ello, el Consejo Foral de Transparencia adopta, por unanimidad, la siguiente

RESOLUCIÓN
Primero. Estimar la reclamación presentada por xxxxx por no concurrir los requisitos del artículo 18.1 c) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno.

Segundo.  Instar al Departamento de Políticas Sociales a que en el plazo máximo de 10 días hábiles proporcione al reclamante la información solicitada.

Tercero. Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo, ante los Juzgados de lo Contencioso Administrativo de Vitoria-Gasteiz en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de la notificación de esta resolución. 
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